Inspección General de Justicia c. Yerning S.A.

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala D. 23/11/2004

2ª Instancia. - Buenos Aires, noviembre 23 de 2004.

El doctora Cuartero dijo:

1. La resolución 438/00 de la Inspección General de Justicia dispuso solicitar al órgano jurisdiccional la declaración de disolución de Yerning SA, al registrar que la mencionada sociedad no realizaba actividad alguna, considerando que dicha circunstancia era subsumible en el supuesto contemplado en el LS 94, inc. 4°.

La sentencia dictada en fs. 63 rechazó liminarmente la demanda, decisión que fue apelada por la IGJ. En dicha oportunidad esta Sala -con distinta integración- revocó el rechazo in limine y dispuso que "cualquiera sea el acierto o desacierto de ... subsumir la hipótesis de la inactividad societaria en el supuesto de imposibilidad de lograr el objeto social" era imprescindible su sustanciación (fs. 78).

Cumplido ello, -la sociedad demandada fue declarada rebelde- el magistrado a quo resolvió la cuestión principal mediante sentencia definitiva dictada en fs. 99/102, que rechazó la solicitud de disolución de la sociedad por juzgar que la imposibilidad de cumplir el objeto social no comprendía la inactividad o inercia societaria, sino que el enunciado legal se refiere a "la existencia de impedimento material ... para la consecución" del objeto social.

De ese acto jurisdiccional apeló la IGJ en fs. 104, mediante recurso fundado en fs. 110/5.

2. Se agravió la apelante en cuanto la decisión de primera instancia juzgó que la inactividad aludida aunque presumida no fue inequívocamente comprobada, sin considerar la presunción de veracidad de sus dichos existente en virtud de la declaración en rebeldía de la sociedad demandada, y sin estimar que la resolución del órgano de contralor se encuentra "dotad(a) de presunción de legitimidad y fuerza ejecutoria" por tratarse de un acto administrativo.

Asimismo, criticó que el primer sentenciante no calificara al incumplimiento societario como un supuesto inmerso en la causal de disolución invocada, cuando la "jurisprudencia ha sido unánime al admitir(la)"; citó doctrina y jurisprudencia abonando dicha posición.

3. a) No procedería examinar si las presunciones alegadas por la IGJ fueron suficientes para tener por acreditada la inactividad de la sociedad, sin antes analizar si esa situación constituye una causal de disolución de la sociedad.

Sin embargo, creo prudente señalar ahora ciertas apreciaciones, para luego analizar solamente el meollo de la cuestión, éste es: si la inactividad societaria es subsumible en el supuesto de imposibilidad de cumplimiento del objeto social.

(i) La incontestación a la demanda autoriza al juez de la causa a tener por reconocidos los hechos relatados por el accionante, pero no impone ese efecto.

(ii) La presunción de legitimidad que el acto administrativo comporta (conf. 19.549: 12) no tiene incidencia aquí, pues la legitimidad de la resolución jamás fue negada. Tampoco lo fue la fuerza ejecutoria emanada del acto que, en su carácter de órgano fiscalizador, dictó la Inspección. Nótese que lo allí decidido fue -como lo prevé la LS- solicitar al juez competente que declare la disolución de Yerning SA, y ello así ocurrió. Lo que el juez haya decidido en cuanto a la declaración o no de disolución no disminuye la fuerza ejecutoria de la resolución, ya que, repito, lo allí decidido fue solicitar, y no disolver.

Lo hasta aquí expuesto resulta suficiente para desestimar el primer agravio de la parte actora.

3. b) Dicho lo anterior, cabe precisar ciertos aspectos relativos a la causal de disolución por imposibilidad en el cumplimiento del objeto, para definir si la inactividad societaria de Yerning SA encuadra dentro de ese supuesto.

La imposibilidad de lograr el objeto social es un supuesto de hecho, por lo que debe ser determinada en cada caso particular.

Sentado ello, me centraré únicamente en los hechos fácticos de autos, aclarando que no cabe interpretar -por tratarse precisamente de un supuesto de hecho- que lo decidido en esta ponencia implique que en todos los casos donde se pudiese plantear una controversia similar, la solución fuese la misma.

La legislación es clara al establecer las causales de disolución de las sociedades, aun cuando puedan establecerse estatutariamente otras distintas.

No se ha dado en autos la segunda hipótesis, por tanto cabe centrarse en las causales legales previstas en la LS 94 (como es sabido existen otras causas de disolución enunciadas a lo largo de toda la ley, -por ejemplo la fusión- que no son relevantes para la dilucidación del presente).

La inactividad societaria no está expresamente prevista en nuestra legislación como causal de disolución. A pesar de ello, es cierto que parte de la doctrina entiende que aquélla está encuadrada en la imposibilidad de cumplir el objeto social, y ciertos fallos jurisprudenciales receptaron dicha postura (ver en este sentido: Zunino, Jorge O. "Sociedades Comerciales: Disolución y liquidación", T. 2, Ed. Astrea, 1987, pág. 81 y ss.; Juzgado Comercial N?6, 20.7.78, "Nieto Rivera c. Termofer SCA"; CNCom, Sala D, 20.02.1984, "Repun c. Bare").

Resulta evidente la importancia -cuantitativa e institucional- que revelan las sociedades que no realizan actividad alguna. Prueba de ello es la actitud de la IGJ al pretender la disolución de la sociedad ante la falta de presentación de los ejercicios económicos y de pago de las tasas anuales.

Sin embargo, reitero, dicha situación no fue prevista por el legislador como una causal de disolución. Por tanto, no parecería correcto suplir la omisión del legislador, pues, en el presente caso, no se han demostrado causas que ameriten tal solución.

Nótese que en la mayoría de los fallos donde se resolvió disolver una sociedad existieron diversas causas que motivaron tal proceder. A modo de ejemplo, en el fallo "Repun" la Sala consideró el reconocimiento expreso de los socios de querer disolver la sociedad, la imposibilidad actual y futura de lograr su objeto debida a la inactividad industrial "habida cuenta la inexistencia de activo físico" y la imposibilidad de gestión de los órganos sociales al existir "diferencias notables" entre los socios.

En el fallo "Nieto Rivera", la parte actora solicitó la disolución de una sociedad en la cual ella era socia. En este caso, uno de los socios de la demandada que había votado en contra de la disolución, expresó en esa asamblea que "la continuación de la sociedad es una inversión de capital". Ello significó un reconocimiento expreso de incumplimiento del objeto. Aun cuando el juez consideró, asimismo, otros argumentos para decidir que la inactividad acarreaba la disolución, es evidente que -más allá de su exposición doctrinaria respecto del tema- influyó el reconocimiento expreso de los socios respecto de la causal aludida.

En el caso de autos, surge de la investigación sumaria realizada por la IGJ, que la sociedad demandada habría sido creada al sólo efecto de ser vendida (ver fs. 24, cuando se refiere a las "sociedades compradas"). Es obvio que dicha finalidad imposibilitaría el logro del objeto social expuesto en el estatuto, y que además se estaría ejerciendo abusivamente el derecho.

Es evidente que cuando la sociedad se mantiene inactiva al sólo efecto de ser comercializada, se está utilizando la figura jurídica con un fin distinto al previsto por la ley, constituyéndose como una herramienta de fraude o abuso -en el sentido de usar un instituto jurídico para un fin distinto al previsto por la ley-, siendo necesaria la denuncia por parte del órgano de contralor porque se estaría afectando el orden público.

Pero nada probó en este aspecto la solicitante, sino que tan sólo alegó la inactividad en base a la no presentación de los estados contables, la falta de pago de las tasas, y la declaración en rebeldía de la sociedad, siendo ello suficiente -según sus dichos- para disolver la sociedad.

Ante la absoluta falta de prueba que condujere a evidenciar que la sociedad fue creada a los fines expuestos precedentemente, y sin existir pruebas concretas de la inactividad, es de aplicación la LS 100 -conforme con la cual debe estarse a la subsistencia de la sociedad-, y no la presunción a favor de los dichos de la actora ante la incontestación de la demanda.

En consecuencia, propongo al acuerdo desestimar la apelación de la Inspección General de Justicia mantenida en fs. 110 y confirmar la sentencia definitiva producida en fs. 99. Así voto.

Los doctores Díaz Cordero y Monti adhieren al voto que antecede.

Concluida la deliberación los jueces de Cámara acuerdan: (a) Desestimar la apelación mantenida en fs. 110, y en consecuencia, confirmar la sentencia de fs. 99. - Felipe M. Cuartero. - María L. Gómez Alonso de Díaz Cordero. - José L. Monti.

